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Depoco sirve ajustar el sistema
denormas tributarias, comoha-
rán los gobiernos del Estado y
autonómicos a raíz del informe
de los expertos para la reforma
fiscal, si luego aquellas normas
no se aplican de la manera más
eficaz, con un nivel razonable
de seguridad jurídica, evitando
en lo posible el desacuerdo con
los contribuyentes. Eso signifi-
ca que el ciudadano debe tener
el mayor estímulo para cum-
plir voluntariamente con sus
impuestos.
Digámoslo primero, las car-

gas tributarias no pueden ser
excesivas, de otra forma no se
aceptan como equitativas y el
incumplidor se autojustifica
más fácilmente. Es significati-
vo que las Comunidades Autó-
nomas en las quemás se bonifi-
can las donaciones de padres a
hijos o entre cónyuges obtie-
nen mayor recaudación por el

Impuesto sobre Sucesiones yDo-
naciones. Porque en ellas las do-
naciones se declaran, entre otras
razones por su bajo coste fiscal.
Pero también porque por ello las
familias se plantean con mayor
intensidad la transmisión de re-
cursos hacia la siguiente genera-
ción. Los hijos pueden así iniciar
nuevas actividades económicas,
favorecedoras del crecimiento,
del empleo y, en un círculo vir-
tuoso, de la propia recaudación
tributaria. Y es que las cargas fis-
cales inmoderadas no sólo ago-
tan las finanzas de los ciudada-
nos, sino que también acaban
consumiendo su iniciativa.
Pero, incluso para un nivel de

tributación razonable, algunos

continuarán planteándose de-
fraudar, con la inequidad y la
competencia desleal si se trata de
actividades empresariales que el
incumplimiento tributario supo-
ne. Para evitarlo, las administra-
ciones públicas necesitan de me-
dios materiales y humanos tam-
bién adecuados. Es preciso asi-
mismo castigar el fraude descu-
bierto con sanciones proporcio-
nadas, desincentivadoras del in-
cumplimiento tributario.
La experiencia española de los

últimos años es de aprobación de
normas orientadas al control tri-
butario, con dos recientes leyes
dedicadas a ello, la ley 7/2012 y la
ley orgánica 7/2012. Esta última
introdujo en el Código Penal un
tipo delictivo agravado cuando el
fraude para un impuesto y año
concretos excede de 600.000
euros el delito contra la Hacien-
da Pública tradicional, que se
mantiene, se define a partir de
los 120.000 euros .
La estructura normativa pare-

ce suficiente para atacar el frau-
de. En este escenario, sorpren-
den las peticiones de ampliación
del tiempo máximo de un año
previsto con carácter general pa-
ra finalizar una actuación inspec-
tora. Un año es plazo suficiente,

teniendo en cuenta la grave inco-
modidad que supone para un ciu-
dadano normal el desarrollo de
una inspección. Más cuando la
propia ley ya prevé la ampliación
a dos años en casos de fraude cua-
lificado.

LA ADMINISTRACIÓN
Y es que, desde la otra parte, toca
a la Administración, y es su res-
ponsabilidad, el uso prudente de
aquellos instrumentos, previstos
muchos de ellos para facilitar la
comprobación de los defraudado-
res profesionales y asegurar la re-
caudación de las deudas detecta-
das. Se trata de herramientas que
mal empleadas pueden causar
destrozos en el patrimonio de los

ciudadanos de a pie. Es impres-
cindible que los propios entes pú-
blicos, necesitados en este punto
de mayor autocrítica, verifiquen
y corrijan las anomalías que pue-
dan advertir en aquel uso.
En todo caso, es preciso cons-

tatar el enorme aumento de la li-
tigiosidad tributaria en los últi-
mos años, esto es, de los recursos
de contribuyentes frente a actos
administrativos que entienden
desajustados respecto de la ley.
Ello implica importantes costes
de defensa de sus intereses para
el ciudadano, y también retrasos
en el cobro o pérdidas recauda-
torias para la Administración.
Sin duda, una parte muy impor-
tante de dichos actos están ple-
namente fundados, no así otro
conjunto de ellos.
¿Cómo resolver el problema?

Primero, simplificando las nor-
mas tributarias, haciéndolas más
sencillas y transparentes en su in-
terpretación, y por ello menos
discutibles. Segundo, coordinan-
do la Administración la aplica-
ción de criterios interpretativos
uniformes y sensatos, que no de-
pendandel funcionario responsa-
ble del concreto expediente. Ter-
cero, aprovechando los que po-
drían calificarse de mediadores
virtuales, esto es, instrumentos
procesales que favorecen la con-
ciliación de posiciones entre con-
tribuyentes yAdministración: co-
mo las llamadas actas (de inspec-
ción) con acuerdo, con reducción
de las sanciones en un 50%, intro-
ducidas en el 2004 y aún margi-
nadas en la práctica funcionarial.
Cuarto: trasladando esfuerzos ad-
ministrativos hacia medidas pre-
ventivas y no represivas, como
las actuaciones informativas des-
de la Administración, o como el
impulso de los acuerdos previos
de valoración de operaciones.
Los estudios de la OCDE con-

cluyen en las ventajas de la llama-
da relación cooperativa con el
contribuyente, en aras del mejor
cumplimiento cooperativo; pero
detectan la necesidad del com-
promiso del más alto nivel en las
organizaciones, así como de for-
mación específica.
Dicho lo anterior, en nuestro

país, almenos en el Estado, el fun-
cionario ve orientado su trabajo a
partir programas de objetivos
personales que se le exige alcan-
zar. Nada de lo expuesto como
deseable ocurrirá si los planes de
actuación administrativa no reco-
gen y recompensan adecuada-
mente aquellos comportamien-
tos, valorando sus evidentes efec-
tos recaudatorios, incluidos los
costes de oportunidad evitados
por mejor empleo de los medios
administrativos.
Probablemente Daniel Gole-

man, psicólogo que en su día re-
conoció la llamada inteligencia
emocional, diría que la Admi-
nistración tributaria es lamás ne-
cesitada de dicho talento en sus
relaciones con los contribuyen-
tes. Se trata de buscar interaccio-
nes cooperativas que conlleven
menores costes para unos y
otros, evitando la litigiosidad,
favoreciendo la recaudación y,
en definitiva, aumentando la
satisfacción ciudadana. Todos
ganaremos.

FISCALIDAD m

Gestión tributaria
inteligente y litigiosidad

Las cargas fiscales
inmoderadas no sólo
agotan las finanzas de los
ciudadanos, también
acaban consumiendo
su iniciativa”

La litigiosidad tributaria
ha aumentado mucho
en los últimos años:
muchos actos están
justificados, no así
otro conjunto de ellos
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